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Resumen: Ecuador es un Estado constitucional de derechos y 
justicia, que tiene como principios transversales la igualdad, la 
protección a la vida, la integridad personal en todas sus formas, 
garantizando una vida libre de violencia. 

Desde hace una década en el Código Integral Penal se tipifica al 
delito del femicidio. Esta ponencia pretende analizar desde un 
estudio cualitativo y descriptivo a la Constitución, instrumen-
tos internacionales suscritos por Ecuador, así como la jurispru-
dencia de la Corte Constitucional el real acceso que tienen las 
mujeres a la justicia. 

A pesar del avance normativo, la data oficial muestra que la 
administración de justicia es deficiente y muchos casos quedan 
impunes. Las dificultades para determinar la conducta antijurí-
dica tienen graves repercusiones porque los victimarios no son 
condenados, y no se da una reparación integral a las víctimas 
directas y colaterales. 
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Abstract: Ecuador is a constitutional state of rights and jus-
tice, whose cross-cutting principles are equality, protection of 
life and personal integrity in all its forms, guaranteeing a life 
free of violence. 

A decade ago, the Comprehensive Criminal Code defined femici-
de as a crime. This paper aims to analyze the Constitution, interna-
tional instruments signed by Ecuador, as well as the jurispruden-
ce of the Constitutional Court from a qualitative and descriptive 
perspective in order to measure women’s access to justice. 

Despite normative progress, official data shows that the admi-
nistration of justice is deficient and many cases go unpunished. 
Difficulties in determining the anti-juridical conduct have se-
rious repercussions because the perpetrators are not convic-
ted, and direct and collateral victims do not receive compre-
hensive reparation. 
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I. Introducción

El XVI Congreso Iberoamericano de Derecho Constitucional 
2024 sobre: “El constitucionalismo para la democracia del siglo 
xxi”, es el marco adecuado para el desarrollo de esta ponencia 
sobre: “Igualdad, género y justicia. ¿Cómo entender la brecha a 
10 años de la tipificación del femicidio en Ecuador?” 

En 2014 se expidió el Código Integral Penal que tipifica por 
primera vez el delito de femicidio, y que coincide con el aniver-
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sario de los 100 años del sufragio de las mujeres, siendo el primer 
país de Latinoamérica. 

Han transcurrido 10 años desde que entró en vigencia la nor-
ma y aunque fue un paso decisivo en la salvaguarda de los derechos 
de las mujeres, este trabajo pretende responder en qué medida la 
falta de acceso a la justicia contribuye a la perpetuación de la bre-
cha existente entre las muertes violentas contra mujeres y las sen-
tencias condenatorias de femicidio y de reparación a las víctimas. 

Esta ponencia parte de un enfoque cualitativo y descriptivo 
de análisis a la Constitución y las obligaciones internacionales 
suscritas por el país. Se examina la jurisprudencia de la Corte 
Constitucional, para conocer la interpretación de los principios 
y normas sobre el tema. A continuación, se reflexiona sobre el 
efectivo acceso a la justicia para las víctimas, contrastando la teo-
ría con la práctica. En lo posterior se profundiza en el estudio 
del derecho penal; y en la última parte con las estadísticas de la 
data oficial acerca de la violencia de género se busca identificar 
posibles causas que obstaculizan la administración de justicia, y 
así comprender la magnitud de la problemática. 

II. Protección de los derechos de las mujeres en la 
Constitución y los instrumentos internacionales

Al hacer referencia al principio de igualdad, trasversal en la 
Constitución, en el capítulo sobre la aplicación de los derechos, 
el artículo 11 dispone: 

[…] 2. Todas las personas son iguales y gozarán de los mismos dere-
chos, deberes y oportunidades. 

Nadie podrá ser discriminado por razones de etnia, lugar de naci-
miento, edad, sexo, […] ni por cualquier otra distinción, personal o 
colectiva, temporal o permanente, que tenga por objeto o resultado 
menoscabar o anular el reconocimiento, goce o ejercicio de los de-
rechos. La ley sancionará toda forma de discriminación. […].1 

1	 Constitución de la República del Ecuador, https://app.lexis.com.ec/siste-
ma/visualizador-norma/PUBLICOCONSTITUCION_DE_LA_REPUBLI-
CA_DEL_ECUADOR
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La igualdad como principio rector debe conjugarse con las 
diferencias de los seres humanos, y las condiciones que les hace 
sujetos de mayor vulnerabilidad, y dentro de esta temática desta-
can las víctimas de violencia de género. 

Kelsen sostenía que el derecho a la igualdad siendo esencial, 
no es absoluto, mientras que la justicia sí,2 entendido como un 
principio inalienable e imprescriptible, pero para él un ideal irra-
cional, cuando, por el contrario, el raciocinio es el medio para 
entender y acceder a la justicia. 

La Carta Magna cumple con el principio Aristotélico: “Parece 
que la justicia consiste en igualdad, y así es, pero no para todos, 
sino para los iguales; y la desigualdad parece ser justa; y lo es en 
efecto, pero no para todos, sino para los desiguales”.3 

Justicia e igualdad son dos conceptos relacionados y unidos que 
no pueden valorarse el uno sin el otro. Además, son valores relacio-
nales, debido a que podemos afirmar la igualdad siempre respecto 
a otro; y son conceptos valorativos según Mijancos Gurruchaga.4 

Por otro lado, Finnis puntualiza que la aplicación de este prin-
cipio se da por tres elementos: “la alteridad u orientación hacia el 
otro, la presencia de un deber o exigencia deóntica y la igualdad 
o proporcionalidad del débito de justicia. Para el bien común es 
fundamental el bien de los individuos”.5 

Citando nuevamente a Aristóteles, se puede concluir que: 
“[…] luego es evidente que el justo será el que observa la ley y 
también el equitativo. De ahí que lo justo sea lo legal y lo equita-
tivo, y lo injusto, lo ilegal y lo no equitativo”.6

2	 Kelsen, H., Teoría pura del Derecho, 4a. ed., Buenos Aires, Eudeba, 2009, p. 47.
3	 Aristóteles, Pol. 1280a, Madrid, Instituto de Estudios Políticos, 1951, pp. 

11-14.
4	 Mijancos Gurruchaga, L., Justicia e igualdad: dos conceptos relacionados, re-

lacionales y valorativos, 29 de septiembre de 2024, pp. 1 y 2, https://www.
unav.edu/documents/29020/12981524/Mijancos.pdf

5	 Finnis, J., Natural law and natural rights (Ley Natural y derechos naturales), 
trad de C. Orrego, Buenos Aires, Abeledo-Perrot, 2011, p .499.

6	 Aristóteles, Ética Nicomaquia, trad. de J. P. Bonet, Madrid, Gredos, 1985, 
pp. 3 y 4.
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2.1. Desarrollo de la normativa respecto a la igualdad

La legislación ecuatoriana vulneraba la igualdad al relegar a las 
mujeres como incapaces relativas, a cargo del padre de familia, y 
luego a la “protección” del marido. Esta condición de inferioridad 
restringió sus derechos al no ser consideradas como sujetos “pro-
ductivos” en el mantenimiento del hogar, lo que constituía un 
óbice para administrar bienes y gozar de otros derechos civiles. 

Esto sucedió hasta la Constitución de 1929, año en el que se 
reconoció expresamente a las mujeres su derecho a elegir y ser 
elegidas, como resultado de que el Consejo de Estado, aceptó 
que no existía impedimento legal para que las mujeres ejercieran 
su derecho al voto, como argumentó Matilde Hidalgo de Procel, 
médica lojana que fue la primera mujer en América Latina que 
sufragó en las elecciones del 10 de mayo de 1924. De esto hace 
exactamente 100 años, hecho histórico que marcó un antes y un 
después en busca de la igualdad jurídica de las mujeres, y que ha 
ido evolucionando progresivamente.

Como parte del desarrollo legal de los principios constitucio-
nales el 10 de febrero de 2014, se expidió el Código Orgánico 
Integral Penal, que tipifica por primera vez el femicidio y lo de-
fine en el artículo 141 como: “Femicidio. - La persona que, como 
resultado de relaciones de poder manifestadas en cualquier tipo 
de violencia, dé muerte a una mujer por el hecho de serlo o por 
su condición de género, será sancionada con pena privativa de 
libertad de veintidós a veintiséis años”.7 

Este delito tiene agravantes, recogidas en el artículo 142: 

[…] 1. Haber pretendido establecer o restablecer una relación de 
pareja o de intimidad con la víctima. 

2. Exista o haya existido entre el sujeto activo y la víctima rela-
ciones familiares, conyugales, convivencia, intimidad, noviazgo, 
amistad, compañerismo, laborales, escolares o cualquier otra que 
implique confianza, subordinación o superioridad. 

7	 Código Orgánico Integral Penal, https://app.lexis.com.ec/sistema/visua-
lizadornorma/PENALCODIGO_ORGANICO_INTEGRAL_PENAL_COI-
PURL 
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3. Si el delito se comete en presencia de hijas, hijos o cualquier otro 
familiar de la víctima. 

4. El cuerpo de la víctima sea expuesto o arrojado en un lugar pú-
blico.8 

Que el femicidio constituya un delito es la consecuencia ló-
gica de lo que dispone el artículo 66 de la Constitución que, en 
el Capítulo VI de los Derechos de libertad, señala que se deben 
reconocer y garantizar entre otros: 

[…] 1. El derecho a la inviolabilidad de la vida […] 

3. El derecho a la integridad personal, que incluye:

a) La integridad física, psíquica, moral y sexual. 

b) Una vida libre de violencia en el ámbito público y privado. El 
Estado adoptará las medidas necesarias para prevenir, eliminar y 
sancionar toda forma de violencia, en especial la ejercida contra las 
mujeres, niñas, […] idénticas medidas se tomarán contra la violen-
cia, […]. 

c) La prohibición de […] tratos y penas crueles, inhumanos o de-
gradantes.9 

2.2. Bloque de constitucionalidad.  
Pacta sunt servanda

Ecuador se suscribió a la Convención de Viena, sobre el Derecho 
de los Tratados, y por el artículo 26 está sometido al principio 
pacta sunt servanda, por el que los pactos deben ser cumplidos, y 
de buena fe. Por tanto, las obligaciones internacionales son nor-
mas ius cogens. 

El ordenamiento jurídico ecuatoriano está en consonancia 
con los instrumentos internacionales de los que forma parte, y 
respecto a las mujeres, predominan: 

8	 Idem.
9	 Constitución de la República del Ecuador.
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Convención sobre la Eliminación de Todas las Formas de 
Discriminación Contra la Mujer (CEDAW): impone eliminar la 
discriminación contra mujeres y la igualdad de género en educa-
ción, participación política, etcétera. 

Convención Interamericana para Prevenir, Sancionar y Erra-
dicar la Violencia Contra la Mujer (Convención de Belém do 
Pará): precisa que la violencia contra la mujer es una violación 
extrema a los derechos humanos y da directrices para prevenir, 
sancionar y erradicar la violencia. 

La Recomendación general 35 de la CEDAW obliga a eliminar 
la discriminación y la violencia contra las mujeres, con una pro-
tección real y efectiva a los derechos de las víctimas y garantizar 
el acceso a la justicia. 

Protocolo facultativo de la CEDAW: diseñado para presentar 
denuncias de vulneración de derechos a mujeres no judicializa-
dos en sus países.

Convención sobre los Derechos del Niño (CDN): señala que 
muchas vulneraciones se dan contra niñas y adolescentes. 

Agenda 2030 para el desarrollo sostenible (Objetivos de De-
sarrollo Sostenible ODS): Ecuador se obligó a buscar la igualdad 
de género eliminando la discriminación y todo tipo de violencia. 

En definitiva, la normativa del Ecuador sobre la base de los 
principios de la Constitución y los instrumentos internaciona-
les garantiza a las mujeres el derecho a la vida, a la integridad, 
la igualdad de género, la no discriminación y la erradicación de 
la violencia. En caso de producirse vulneraciones, es al derecho 
penal al que corresponde la tipificación del delito y la respectiva 
sanción. 

No basta la norma para prevenir, hay que implementar polí-
ticas públicas para empoderar a las mujeres, crear una cultura de 
paz, y que no se invisibilicen las conductas antijurídicas que se 
dan en el seno de la propia familia. 
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III. Análisis de casos de la jurisprudencia  
de la Corte Constitucional

Como establece el artículo 429 de la norma suprema, la Corte 
Constitucional es el máximo órgano de control, interpretación 
constitucional y de administración de justicia; por tanto, es pre-
ciso hacer referencia a la jurisprudencia que emite. 

En reiteradas ocasiones la Corte se ha pronunciado que, fren-
te al femicidio, el Estado está obligado a prevenir con la imple-
mentación y retroalimentación de políticas públicas conducentes 
a crear una cultura de erradicación de la violencia. 

Ante el cometimiento del delito es ineludible una célere y 
completa investigación, que identifique a los responsables, y que, 
en el caso de violencia de género, se dé un acompañamiento a 
las mujeres para no ser revictimizadas, lo que implica el uso de 
medios adecuados para un real acceso a la justicia. 

Los resultados de la investigación han de permitir la captura 
del o los victimarios, quienes deben ser condenados en aplica-
ción de la ley, que difícilmente es proporcional porque la con-
ducta antijurídica provoca daños irreparables al núcleo de la so-
ciedad, deja menores en la orfandad, y otras víctimas colaterales. 
Se produce una laceración social, que puede en algunos casos ser 
determinante para formar un círculo imparable de violencia, por 
el que las víctimas se convierten más tarde en victimarios. No es 
suficiente la pena, es necesario la reparación integral a todas las 
víctimas, en el caso de estudio, del femicidio. 

3.1. Sentencia 525-14-EP/20

En esta sentencia de 8 de enero de 2020, en el párrafo 49, la Cor-
te señala: 

Las mujeres requieren confiar en un sistema judicial libre de pre-
juicios y estereotipos, y en una judicatura cuya imparcialidad no se 
vea comprometida por supuestos sesgados. A juicio de esta Corte, 
la influencia de patrones socioculturales discriminatorios afecta ad-
versamente […] la judicialización de casos que involucren mujeres 
[…]. 
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El Comité para la Eliminación de la Discriminación contra la Mujer 
(CEDAW) ha señalado que, “en todas las esferas de la ley, los este-
reotipos comprometen la imparcialidad y la integridad del sistema 
de justicia, que a su vez puede dar lugar a la denegación de justicia, 
incluida la revictimización de las denunciantes […]”.10

De conformidad con el artículo 9 del Código Orgánico de la Fun-
ción Judicial, el Principio de imparcialidad determina que: “[…] La 
actuación […] de la Función Judicial será imparcial, respetando la 
igualdad ante la ley. En todos los procesos […] jueces deberán resol-
ver siempre […] sobre la única base de la Constitución, los instru-
mentos internacionales […], la ley y los elementos probatorios […]”.11 

El artículo 8 del mismo Código, manda que los jueces solo 
están sometidos al ejercicio de la potestad jurisdiccional a las 
normas siendo sus decisiones ajenas a los demás órganos de la 
Función Judicial. 

3.2. Sentencia 363-15-EP/21

En la sentencia de 2 de junio de 2021 se declara la violación al 
debido proceso en el derecho a presentar y contradecir pruebas; 
y por la falta de motivación de dicha sentencia por violencia de 
género seguido en contra de G.A.C.M. 

En el párrafo 50 se determina que, en procesos de violencia 
contra la mujer y/o el núcleo familiar, el traslado de cargas pro-
cesales a las víctimas frena la prosecución de las causas, se las re-
victimiza; y, es un obstáculo para el acceso a la justicia, más aún si 
tienen más razones de vulnerabilidad como pobreza, embarazo, 
maternidad o lactancia, migrante, discapacidad, etcétera.12

10	 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia 525-14-EP/20, 29 de septiembre 
de 2024, p. 8, https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_
DWL_FL/e2N hcnBldGE6J3RyYW1pdGUyMDIzJywgdXVpZDonMWViZW-
QyMDYtNmU zOC00ODVjLWEzZjMtNGIwMGU1Yzc2OGE3LnBkZid9 

11	 Código Orgánico de la Función Judicial, https://app.lexis.com.ec/sistema/visua-
lizador-norma/CIVIL CODIGO_ORGANICO_DE_LA_FUNCION_JUDICIAL

12	 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia 363-15-EP/21, 29 de septiem-
bre de 2024, p. 13, https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/
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En el 51 se señala que: “Las víctimas […] gozarán de protec-
ción especial, se les garantizará su no revictimización, particu-
larmente en la obtención y valoración de las pruebas, y se las 
protegerá de cualquier amenaza u otras formas de intimida-
ción”.13 

3.3. Sentencia 393-17-EP/23

En voto salvado la jueza Daniela Salazar sostiene que: 

Las mujeres somos víctimas de múltiples formas de violencia, de 
las cuales el femicidio es la forma más extrema. Todas las muer-
tes violentas de mujeres, aunque en apariencia puedan haber sido 
causadas por otros motivos, deben investigarse y conducirse con 
perspectiva de género para determinar si el género fue el factor que 
motivó la muerte.14 

Acota que la muerte violenta, no necesariamente es por su 
condición de mujer o por razones de género. Que los factores 
que hacen diferente el delito de femicidio con el homicidio co-
mún de una mujer, son patrones de subordinación, debilidad, etc. 
El femicida tiene arraigadas ideas misóginas de superioridad y 
discriminación que denotan el poder sobre la vida y cuerpo de 
las mujeres con el castigo que preserva elementos culturales de 
inferioridad y opresión. 

En el párrafo 15 contrasta el femicidio de otras muertes de 
mujeres, al decir que: “Si todas las muertes de mujeres se asocian 
con el tipo penal de femicidio, esta forma extrema de violencia 
puede ser banalizada. […] por la incidencia de las expresiones de 
autoridades […] temor a sanciones […], más que por la convic-

v1/10_DWL_FL/e2NhcnBldGE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOidhZmNlZ-
TE1ZS1lMDdjLTRiMjEtYTI2OS05MDAwZWJhZDMzYmEucGRmJ30= 

13	 Idem, énfasis en original.
14	 Corte Constitucional del Ecuador, sentencia 393-17-EP/23, 29 de sep-

tiembre de 2024, p. 20, https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/
api/v1/10_DWL_FL/e2NhcnBldGE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOidl-
MzZlOWM2Yy1jZmM2LTQzYjAtYTRkNS00MWRiMGhZmI4YTAucGR-
mJ30= 
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ción de que el condenado tuvo la real intención de matar […] con 
fundamento en su condición de mujer […]”.15

3.4. Número de caso 2113-15-EP

Es una acción extraordinaria de protección presentada por J. K 
A. por la vulneración de la garantía al non reformatio in peius, al 
empeorarse su situación jurídica por una enmienda de errores 
de Derecho en la sentencia de instancia. El sustrato fáctico fue 
tentativa de homicidio y más tarde violencia de género, para ga-
rantizar el bien jurídico vida y no dejar impunes a los victimarios 
de la mujer. 

Con voto concurrente, el juez Agustín Grijalva analiza da-
tos estadísticos y establece con acierto, que: […] el femicidio no 
siempre se juzga y sanciona bajo esta figura sino bajo homicidio 
culposo, preterintencional o en su forma de tentativa por el de-
lito de lesiones […].16 En el párrafo 19, sostiene que: “Las cifras 
de femicidio distintas, y cambios en la calificación jurídica de-
muestran una serie de problemas que enfrentan las mujeres en el 
acceso a la justicia”.17 

En el párrafo 24 el juez alega que: 

[…] los delitos de violencia de género tienen características especí-
ficas y autónomas que deben ser considerados por todos los opera-
dores de justicia. El enfoque de género permite contar con esta mi-
rada diferenciada y tener presente que la indefensión de la víctima 
mujer y su especial situación frente al agresor le hace ponerse en 
una posición de inferioridad que aprovecha el agresor para cometer 
el ilícito penal.18

15	 Ibidem, p. 21.
16	 Corte Constitucional del Ecuador, Caso núm. 2113-15, 29 de septiembre 

de 2024, p. 16, https://esacc.corteconstitucional.gob.ec/storage/api/v1/10_
DWL_FL/e2NhcnBldGE6J3RyYW1pdGUnLCB1dWlkOic1ZjFkOTlkYS-
1lYzcyLTRlM2UtOWE4MC1mOGQ2ZDZhOWUzMTUucGRmJ30= 

17	 Ibidem, p. 15.
18	 Ibidem, p. 16.
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Las desigualdades de poder en las relaciones entre hombres y 
mujeres con rasgos de subordinación y discriminación adquieren 
un carácter estructural, con esquemas socioculturales, y la per-
misividad social endurecen la violencia. 

IV. Limitaciones del acceso a  
la administración de justicia

Se puede definir el acceso a la justicia como: el acceso de jure y 
de facto a instancias y recursos judiciales de protección frente a 
actos de violencia, de conformidad con los parámetros interna-
cionales de derechos humanos para erradicar la violencia con la 
debida diligencia por parte de los Estados como señala la Relato-
ría sobre los Derechos de las Mujeres de la CIDH, bajo el título de 
Acceso a la Justicia para Mujeres Víctimas de Violencia.19 

La CIDH añade que las víctimas de ordinario no tienen acce-
so a recursos judiciales efectivos, lo que perpetúa a violación a 
los derechos humanos. Y en el sexto párrafo que: “Una respuesta 
judicial idónea resulta forzosa para contar con un recurso ante 
los hechos sufridos y que no queden impunes”.20 

La impunidad es una de las brechas de estos 10 años de tipi-
ficación del femicidio. Si bien existen sentencias condenatorias, 
hay un elevado número de casos sin resolución judicial, con re-
tardos injustificados. 

La Corte Constitucional señala que para que se cumpla el 
derecho de acceso a la justicia, este debe garantizar en tiempo 
razonable, a las víctimas y familiares medios preventivos o re-
parativos como medidas de protección y que los recursos sean 
céleres, sencillos y eficaces para salvaguardar la vulneración de 
derechos.21 Es obligación del Estado garantizar investigaciones 

19	 CIDH, Acceso a la Justicia para Mujeres Víctimas de Violencia, 2007, p. 6, 
https://cidh.oas.org/pdf%20files/Informe%20Acceso%20a%20la%20Justi-
cia%20Espanol%20020507.pdf

20	 Ibidem, p. 15.
21	 Corte Constitucional del Ecuador, Compendio 2 Estándares nacionales 

e internacionales de derechos humanos aplicados o generados por la Corte 
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serias, oportunas, completas e imparciales, que permitan la re-
colección y valoración de las pruebas; a cargo de operadores de 
justicia capacitados en género, derechos de las mujeres y en aten-
ción a víctimas de discriminación y violencia. 

La debida diligencia es otra de las carencias del sistema judi-
cial y policial que imposibilitan una respuesta eficaz, como re-
sultado de la exigua capacitación, y sensibilización frente a los 
derechos de las mujeres, y se las revictimiza. 

En el Caso 2113-15-EP citado líneas arriba, el fiscal formuló 
los cargos. El Tribunal de primera instancia sentenció al victi-
mario como autor de lesiones, y el fiscal no apeló, con las conse-
cuencias jurídicas que esa omisión conlleva. 

Otro obstáculo es el déficit de servidores en la Función Ju-
dicial, en todas las instancias; igual en Fiscalía, policía; medicina 
forense, etc. El presupuesto es insuficiente para tener programas 
de prevención, casas de acogida; instituciones especializadas, y 
asesorías legales para denunciar y evitar más femicidios. 

Por otro lado, hay desigualdades territoriales, las mujeres en 
el sector marginal y rural sufren mayores maltratos de todo or-
den. Las personas de escasos recursos carecen de posibilidades 
para acceder a la administración de justicia y a los servicios de 
protección, lo que agrava su vulnerabilidad. 

Los problemas más serios son la politización de la adminis-
tración de justicia y la corrupción del sistema judicial, a más de 
las amenazas que reciben jueces, fiscales y testigos sin que sea 
posible darles la seguridad que necesitan. 

Constitucional del Ecuador, la Corte IDH y el Sistema Universal de Derechos 
Humanos en materia de VCMN y femicidio, con énfasis en mujeres migran-
tes y refugiadas, 2022, p. 32, https://ecuador.unwomen.org/sites/default/
files/2023-03/Compendio2%20Est%C3%A1ndares%20nacionales%20
e%20internacionales%20de%20derechos%20humanos%20aplicados%20
o%20generados%20por%20la%20Corte%20Constitucional%20del%20Ecua-
dor%2C%20la%20Corte%20IDH%20y%20el%20Sistema%20Universal%20
de%20Derechos%20Humanos%20en%20materia%20de%20VCMN%20
y%20femicidio%2C.pdf 
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V. Tipificación del femicidio 
 en el derecho penal

Los delitos hay que abordarlos desde las ciencias penales, del es-
quema finalista que consagra al delito como un acto típico, an-
tijurídico y culpable. La tipicidad objetiva tiene seis elementos 
esenciales: el sujeto activo, el pasivo, el verbo rector, el bien jurí-
dico protegido, el objeto material y los elementos normativos va-
lorativos del tipo, susceptibles de encontrarse definidos en otros 
cuerpos normativos para ser valorados por el juez. 

Por la redacción del artículo 141 del COIP sobre dar muerte 
a una mujer por el hecho de serlo o su condición de género, es 
complejo tener elementos de convicción para determinar la tipi-
cidad objetiva. Los fiscales están supeditados a la mayor o menor 
idoneidad de la prueba, que no es tasada, sino sujeta a la sana 
crítica del juzgador. 

Se debe además comprobar relaciones de poder, como ante-
cedentes de violencia; dependencia económica; si la muerte fue 
frente a los hijos; si fue premeditado; si ingresó al domicilio sin 
forzar seguridades; y más agravantes. 

En general, no se judicializan los casos por la falencia de ele-
mentos probatorios, y se reformulan cargos cambiando el tipo a 
homicidios, sicariatos o asesinatos, que son las cifras negras del 
femicidio. Así, por ejemplo, la causa de muerte, el arma y el lugar 
del crimen, se identifican con los homicidios intencionales. 

El proceso inicia con la Indagación Previa a cargo del Fiscal que 
investiga con la Policía Judicial, para obtener elementos de convic-
ción que sirvan a la formulación de la teoría del delito y del caso. 

La formulación de cargos es la simbiosis de los elementos de 
convicción y las disposiciones legales respaldadas con la juris-
prudencia que permiten establecer el delito y la individualización 
del autor o coautor, para pedir la sanción contra los acusados. 
Después el proceso pasa a conocimiento del Tribunal Penal, que 
debe resolver garantizando el derecho de apelación, que consta 
en la Constitución.22

22	 Constitución de la República del Ecuador, art. 76, núm. 7, literal m.
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VI. Hallazgos en los datos 
 estadísticos sobre femicidio

De la data obtenida en las fuentes oficiales de la Fiscalía General 
del Estado, se tiene que, a la fecha, en estos 10 años, hay 781 
noticias del delito: 228 en investigación previa; 9 en instrucción 
fiscal; 35 en evaluación y preparatoria de juicio; 40 en juicio; 36 
en apelación; 29 en casación, y 392 casos resueltos. 

Según la resolución de los casos judicializados, 44 se archiva-
ron en la investigación previa; en 29 se extinguió la acción penal; 
12 se sobreseyeron; 287 tienen sentencia condenatoria; y 20 rati-
ficatoria de inocencia. Por lo que, de 781 noticias del delito, hay 
sentencias en 307 casos, apenas el 39,3%; de las cuales el 93,4% 
fueron condenatorias. El total de víctimas en contextos delictivos 
son 2614 casos; es decir que, solo el 29,8% de las muertes fueron 
tipificadas como femicidio, las demás están entre homicidios, 
asesinatos, sicariatos, y por definir. 

Los antecedentes penales sobre violencia basada en género 
(VBG) es un dato decisivo para la determinación del tipo penal. Se 
registra que 30 mujeres si denunciaron violencia con anterioridad, 
pero el gran universo de 628 no. La violencia no se denuncia por 
miedo a represalias contra la mujer o la prole, por permisivismo 
social, por desconocimiento de los procesos judiciales, y otros. 

El Síndrome de Adaptación Paradójica explica que las vícti-
mas desarrollan un vínculo afectivo con el maltratador, “llegando 
a asumir las excusas esgrimidas por el agresor tras cada episodio 
de violencia y aceptando sus arrepentimientos, retirando denun-
cias policiales”.23 

De 2014 al 2024 de 69 muertes subieron a 295, con un in-
cremento de 599 en 2023, con un número de 295 en 2024 sin la 
actualización de la data en este año. El aumento se puede deber 
a que, la tipificación del delito lo ha visibilizado, y pasó de un 
“problema” familiar a una devastadora realidad social. 

23	 Villanueva, S., “¿Por qué las mujeres permanecen en relaciones de violen-
cia?”, Revista de la Facultad de Psicología y Humanidades, vol. 20, núm. 1, 29 
de septiembre de 2012, p. 54, doi:https://doi.org/10.33539/avpsicol.2012.
v20n1.1942
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El femicidio deja 619 hijos en orfandad, por la muerte de la 
madre y ausencia del padre por suicidio, prisión, o huída. De 661 
victimarios identificados, 140 fallecieron. 

Acerca de la relación entre la víctima y el victimario, 246 
muertes fueron cometidas por el conviviente. La mayoría de 
hombres y mujeres son jóvenes, entre 15 y 44 años. La educación 
es primaria en un 57,49%. Se registra que tienen empleos mal 
remunerados, o carecen de ellos. 

El Estado está en deuda de implementar el Sistema Integral 
de Protección a las mujeres víctimas de violencia de género, 
que manda la Ley Orgánica Integral para Prevenir y Erradicar la 
Violencia contra las Mujeres.24 Así como tratamientos médicos 
y psicológicos de forma gratuita e inmediata por el tiempo ne-
cesario. 

VI. Conclusiones

La Constitución del Ecuador vigente, fue concebida como garan-
tista de los derechos humanos, que se desprenden de la dignidad 
de la persona, como consta en la cláusula abierta de la Norma 
Suprema.25 Esa protección se basa en el derecho a la vida, a la 
igualdad, la integridad, la no violencia; y que, en caso de vulnera-
ciones, que se pueda acceder a la justicia célere y eficaz para san-
cionar a los victimarios y reparar integralmente a las víctimas, 
con la restitución, indemnización, satisfacción y no repetición. 

La Constitución da unidad y validez al ordenamiento jurídi-
co, por lo que las normas deben desarrollar los principios y va-
lores que la fundamentan, entre las que se encuentra el Código 

24	 “[…] el conjunto organizado y articulado de instituciones, normas, políti-
cas […] orientados a prevenir y a erradicar la violencia contra las mujeres, 
a través de la prevención, atención, protección y reparación integral de los 
derechos de las víctimas”. 

25	 Artículo. 11.- El ejercicio de los derechos se regirá por los siguientes prin-
cipios: […] 7. El reconocimiento de los derechos y garantías establecidos en 
la Constitución y en los instrumentos internacionales de derechos huma-
nos, no excluirá los demás derechos derivados de la dignidad de las perso-
nas […].”
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Orgánico Integral Penal. Si bien la tipificación del femicidio es 
un avance, al comparar la data, y desde el estudio de las ciencias 
penales, se tiene que hay obstáculos para la administración de 
justicia, desde la investigación para determinar el delito, hasta la 
sentencia condenatoria, lo que produce impunidad. 

De este trabajo se desprende que existe una brecha en la pro-
tección de los derechos de las mujeres, y que estos 10 años dejan 
cifras negras del femicidio que deben ser resueltas. Sin embargo, 
el real desafío es transformar la sociedad para erradicar la vio-
lencia de género que requiere una permanente educación hacia el 
respeto a las mujeres en todos los estratos y circunstancias para 
lograr cambios estructurales en la sociedad, y que se garantice 
una administración de justicia célere y eficaz para proteger los 
derechos de las mujeres.  
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